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Sección I. Estudios 

Introducción 

El libre ejercicio de una profesión u oficio es 
un derecho fundamental reconocido en el 
constitucionalismo panameño desde la Cons-
titución de 1904. La Constitución Política vi-
gente se refiere a este derecho en su artículo 
40, al establecer que se reconoce el libre ejer-
cicio de “cualquier profesión u oficio sujeta a 
los reglamentos que establezca la Ley en lo 
relativo a idoneidad, moralidad, previsión y 
seguridad social, colegiación, salud pública, 
sindicación y cotizaciones obligatorias”. De 
igual forma, dicho documento señala, en su 
artículo 99, que solo “se reconocen los títulos 
académicos y profesionales expedidos por el 
Estado o autorizados por éste de acuerdo con 
la Ley”. 

Por otro lado, el Protocolo Adicional a la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos 
en materia de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales, aprobado mediante la Ley 21 
de 22 de octubre de 1992, reconoce, en su 
artículo 6.1, el derecho de toda persona a 
desempeñar “una actividad lícita libremente 
escogida o aceptada”, como componente 
esencial del derecho al trabajo. De acuerdo 
con el artículo 5 de este instrumento interna-
cional, las restricciones y limitaciones al goce 
y ejercicio de este derecho solo podrán esta-
blecerse “mediante leyes promulgadas con el 
objeto de preservar el bienestar general den-
tro de una sociedad democrática, en la medi-
da que no contradigan el propósito y razón de 
los mismos”. 

La doctrina y la jurisprudencia han reconocido 
que el derecho a ejercer una profesión u ofi-

cio no se reduce a su mero ejercicio, sino que 
es la consecuencia inmediata de la libre deci-
sión, elección y estudio de dicha profesión u 
oficio. En la elección de su profesión u oficio, 
la persona es libre y no está sometida a res-
tricción alguna; lo contrario iría en contra de la 
libertad individual de la persona y del libre 
desarrollo de su personalidad. En la actuali-
dad, ya no se habla solamente del derecho de 
quien ejerce una actividad profesional, sino 
también de quien la requiere, lo que ha lleva-
do a configurar un derecho de acceso a los 
servicios profesionales, sin más limitaciones 
que las justificadas por motivos de interés 
general. 

En opinión de Quintero (1967), la libertad de 
profesión u oficio comprende los derechos 
siguientes: 

… a) el derecho de todo individuo a decidir y 
escoger la profesión o trabajo que desea 
ejercer; b) el derecho de aprender o estudiar 
la respectiva profesión; c) el derecho a obte-
ner el título o diploma de caso, si así lo re-
quieren la naturaleza de la profesión y de los 
estudios necesarios para aprenderla; d) el 
derecho a llenar todos los demás requisitos 
que la ley exija para el ejercicio de determi-
nada profesión; e) el derecho a ejercerla. (p. 
171-172)  

Concepto de la expresión «profesión» 

El concepto moderno de profesión (del latín 
professio, -ōnis) se remonta a la época prein-
dustrial, producto de las transformaciones 
producidas por la industrialización y la división 
del trabajo. Dicho concepto ha variado a lo 
largo del tiempo; en la actualidad no hay un 
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consenso en torno a su alcance. En general, 
existen cuatro grandes enfoques del concepto 
de profesión, cuyos alcances se describen a 
continuación: 

1) Empleo remunerado. La profesión es un 
empleo que “alguien ejerce y por el que 
percibe una retribución” (Real Academia 
de la Lengua, 2001, p. 1249). En sentido 
amplio, una profesión es “cualquier voca-
ción u ocupación por la que una persona 
se gana la vida habitualmente” (Simpson 
y Weiner, 1989, p. 573). Bajo este parti-
cular enfoque, la profesión es la ocupa-
ción habitual, el modus vivendi de una 
persona, para cuyo ejercicio podría re-
querirse o no una formación académica o 
profesional. 

2) Vocación. La profesión es, ante todo, 
“una vocación que requiere conocimien-
tos especializados y, a menudo, una pre-
paración académica prolongada e intensi-
va” (Merriam-Webster, 2004, p. 575). La 
profesión se ejerce, no por la ganancia 
que se pueda obtener, sino por el interés 
personal de quien la ejerce, por ser una 
actividad particularmente relacionada con 
sus habilidades y talentos. Es decir, una 
persona puede ejercer una profesión y no 
tener la vocación para ejercerla. 

3) Servicio a la sociedad. De acuerdo con 
Cogan, la primera consideración ética de 
una profesión “es el servicio altruista al 
cliente” (Overman, 1963). De hecho, la 
devoción altruista o desinteresada en 
atender las necesidades de la humanidad 
era el elemento más fundamental y co-
mún que poseían las dos primeras profe-
siones: el sacerdocio y la medicina. 

4) Trabajo especializado. Una profesión es 
“un tipo de trabajo que necesita formación 
o educación especial” (Cambridge, 2008, 
p. 590). Según este enfoque, también 
llamado enfoque taxonómico, una profe-
sión puede clasificarse como tal si la mis-
ma es el resultado de una serie de cono-
cimientos especializados, generalmente 

de tipo académico o universitario, produc-
to de una formación prolongada. 

Restricción al libre ejercicio de una 
profesión 

A diferencia de la libre escogencia de una 
profesión u oficio, su libre ejercicio sí está 
sometido a determinadas reglas. Así, según 
lo que se desprende del artículo 40 de la car-
ta fundamental, en relación con los artículos 5 
y 6.1 del “Pacto de San Salvador”, la libertad 
para el ejercicio de una profesión u oficio no 
es un derecho absoluto. Para que una perso-
na pueda ejercer plenamente su derecho a 
ejercer una profesión u oficio, aunque tenga 
un título académico que lo respalde, debe 
sujetarse —en lo que a moralidad, previsión y 
seguridad social, colegiación, salud pública, 
sindicación y cotizaciones obligatorias se re-
fiere— a la regulación que al respecto esta-
blezca la ley, lo que significa que solo la ley 
fija los límites dentro de los cuales una perso-
na que practique un oficio o que haya egresa-
do de una universidad nacional o extranjera, 
pública o privada, puede ejercer libremente su 
oficio o profesión.  

En otras palabras, por reserva de ley prevista 
en la Constitución Política, solo al Órgano 
Legislativo le corresponde establecer las con-
diciones o restricciones en que una determi-
nada profesión u oficio puede ejercerse libre-
mente dentro del territorio de la República de 
Panamá. Es así que, al ser la ley el instru-
mento por el cual la Constitución ha dispuesto 
regular el ejercicio de profesiones u oficios, 
nada impide que a través de este instrumento 
legal puedan imponerse restricciones, límites 
y controles al ejercicio de profesiones u ofi-
cios, como la exigencia de una licencia o cer-
tificado de idoneidad profesional, o el necesa-
rio sometimiento de tales actividades a la ins-
pección y vigilancia administrativa. 

En nuestro país, las leyes que regulan el ejer-
cicio de las profesiones se ciñen a un esque-
ma básico que, en lo medular, incluye lo si-
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guiente: el reconocimiento de la profesión y la 
sujeción de su ejercicio a las disposiciones 
de la respectiva ley, el concepto de lo que 
abarca la profesión para los efectos de la ley, 
las actividades y funciones propias de la pro-
fesión, lo que se requiere para el ejercicio de 
la profesión, los requisitos para obtener la 
idoneidad, y la creación del ente regulador 
del ejercicio de la profesión, sus funciones y 
composición. 

Cabe destacar que las restricciones al libre 
ejercicio de una profesión u oficio en lo que a 
moralidad y salud pública se refiere se funda-
mentan en la protección del interés público, al 
amparo de lo dispuesto en los artículos 17 y 
50 del estatuto constitucional, que estipulan 
la prevalencia del interés público y el deber 
del Estado de proteger, en su vida, honra y 
bienes, a los nacionales dondequiera que se 
encuentren y a los extranjeros que estén bajo 
su jurisdicción. 

A este respecto hay que agregar que, si bien 
el legislador está facultado por la Constitución 
para reglamentar el ejercicio de una profesión 
u oficio, ello no debe interpretarse en el senti-
do que tal restricción ha de llevarse de mane-
ra caprichosa o según el libre arbitrio del le-
gislador, hasta el punto de hacer nugatorio el 
derecho al trabajo y el libre ejercicio de una 
profesión u oficio, o de ocasionar diferencia-
ciones o privilegios prohibidos por nuestra 
carta magna. Toda restricción que se esta-
blezca en la ley debe ser razonable y respon-
der a una necesidad social concreta; no debe 
ir más allá del «límite de los límites», es decir, 
el contenido esencial del derecho; y debe es-
tar dirigida a la consecución de unos fines 
determinados. 

Sobre la regulación del ejercicio de las profe-
siones, ha dicho el Pleno de la Corte Supre-
ma de Justicia, en su sentencia de 29 de ma-
yo de 2009, que: 

… [dicha] posibilidad de regulación es abso-
lutamente necesaria en una sociedad moder-

na, en donde el Estado está conminado a 
garantizar la calidad de los servicios que se 
prestan en el mercado, siendo un primer 
paso el señalar los estándares académicos 
mínimos que debe poseer quien pretenda 
desarrollar una actividad profesional. 

Ha señalado, también, el Pleno de la Corte Su-
prema de Justicia, en su sentencia de 25 de 
junio de 1982, que: 

no es función del legislador, al dictar una 
reglamentación de una profesión, la de esta-
blecer en favor de ese gremio profesional 
normas cuyas consecuencias jurídicas sean 
en perjuicio de otros profesionales, esto es, 
le impidan directamente el ejercicio de su 
actividad especializada a la cual se dedican, 
o le quiten la oportunidad de ocupar cargos 
públicos o privados desde los cuales puedan 
ejercer su profesión, pues también es otra 
forma (indirecta) de obstaculizar el libre ejer-
cicio de su profesión. 

Nacionalidad panameña como limitación 

Aunque la Constitución Política no distingue 
entre nacionales y extranjeros (el artículo 40 
señala que “toda persona” es libre de ejercer 
una profesión u oficio, lo cual supone que es-
te derecho debe concederse a panameños y 
extranjeros por igual, en consideración al prin-
cipio de igualdad ante la ley contemplado en 
el artículo 20 de la Constitución), lo cierto es 
que la propia Constitución da cabida a que se 
establezcan límites en la ley, ya sea subordi-
nando a condiciones especiales o negando el 
ejercicio de determinadas actividades a los 
extranjeros en general, por razones de traba-
jo, salubridad, moralidad, seguridad pública y 
economía nacional. 

En Panamá, más de cincuenta profesiones 
están reservadas por ley a los panameños 
por nacimiento o por naturalización, lo que 
significa que los extranjeros no pueden ejer-
cer determinadas profesiones, aunque po-
sean el título académico de la respectiva 
profesión. A ello hay que agregar que, como 
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no es permitido a los inmigrantes calificados 
ejercer una profesión de aquellas que están 
reservadas por ley a los panameños, tam-
poco pueden, por ende, aplicar para la resi-
dencia permanente en calidad de extranjero 
profesional. 

Sobre la contratación de profesionales extran-
jeros, la Ley 15 de 1959, que regula el ejerci-
cio de las profesiones de ingeniería y arqui-
tectura, dejó abierta dicha posibilidad con fi-
nes limitados a estas profesiones, siempre y 
cuando se compruebe ante la Junta Técnica 
de Ingeniería y Arquitectura de que no hay 
profesionales idóneos para prestar tales servi-
cios. En lo que respecta a los requerimientos 
para obtener el certificado de idoneidad, el 
literal a) del artículo 5 de esta ley, modificado 
por la Ley 21 de 2007, permite, además de la 
condición de nacional panameño, el ejercicio 
de estas profesiones por profesionales ex-
tranjeros con residencia permanente en el 
país, casados con «panameña» o con hijos 
panameños. 

Ahora bien, el fundamento constitucional de la 
reserva del ejercicio profesional a los pana-
meños por nacimiento o naturalización ha 
sido reconocido por el Pleno de la Corte Su-
prema de Justicia en un sinnúmero de pro-
nunciamientos (sentencias de 20 de mayo 
1999, 30 de mayo de 2005 y 7 de septiembre 
de 2007), en los que el Pleno ha sustentado 
su criterio en la limitación contemplada en el 
artículo 20 de la Constitución Política, en vir-
tud de la cual se deja abierta la posibilidad de 
que la ley pueda prohibir que los extranjeros 
incursionen en determinadas actividades pro-
fesionales por razones de trabajo o de econo-
mía nacional. 

En años recientes, la cuestión de la apertura 
de profesiones para extranjeros ha sido tema 
de debate en foros organizados por el sector 
empresarial e industrial. Un estudio de refe-
rencia obligada en las conferencias y paneles 
que se vienen desarrollando sobre este tema, 
explica que las restricciones al flujo de cono-

cimiento que viene con los inmigrantes califi-
cados impiden que estos trabajadores extran-
jeros traigan sus conocimientos productivos 
(know-how) y lo combinen con otras capaci-
dades que ya están presentes en la economía 
de nuestro país, lo cual puede poner en ries-
go la sostenibilidad del crecimiento económi-
co (Hausmann, 2016). 

Conviene destacar que la liberalización de 
servicios en el mercado interior es un asunto 
que se viene planteando hace varios años en 
los Estados miembros de la Unión Europea. 
Por eso, no debe extrañar que tal tendencia 
alcance a nuestro país y sea objeto de debate 
en los próximos años. 

Certificación de la idoneidad profesional 

Habíamos dicho en párrafos anteriores que la 
persona que desea ejercer una profesión en 
el territorio de la República de Panamá, no 
solo debe contar con un título universitario 
que acredite que ha culminado satisfactoria-
mente un programa de estudios en una insti-
tución de educación superior, y que está habi-
litada y tiene las competencias científicas ne-
cesarias para ejercer una profesión, sino que 
también debe contar con una licencia o certifi-
cado de idoneidad profesional. Esta licencia o 
certificado de idoneidad para el ejercicio de 
una profesión es el documento que expide el 
ente facultado por ley, sea estatal, no estatal 
o mixto, previa revisión y verificación del cum-
plimiento de los requisitos legales, en virtud 
del cual se autoriza el libre ejercicio de los 
conocimientos y actividades inherentes a di-
cha profesión. 

Detrás de la exigencia del certificado de ido-
neidad profesional, que se otorga después de 
que se hayan cumplido los requisitos estable-
cidos en la ley, está la idea de que tales re-
quisitos buscan proteger el interés general 
involucrado en el ejercicio de la profesión de 
que se trate. Para proteger ese interés gene-
ral, la ley reguladora de la respectiva profe-
sión faculta a un órgano —ya sea una junta o 
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consejo— para que expida un certificado de 
idoneidad y para que vigile el correcto ejerci-
cio de la profesión, a fin de garantizar que, en 
el ejercicio profesional, no se cause daño a 
las personas ni se perturbe el orden jurídico. 
En otras palabras, el certificado de idoneidad 
profesional no hace otra cosa que otorgarle 
valor legal al título académico y habilitar a 
quien lo ostente para que pueda ejercer la 
respectiva profesión. 

Bajo esta premisa, el certificado de idoneidad 
profesional vendría a ser el mecanismo por el 
cual se hacen públicas las destrezas profesio-
nales, la prueba idónea que acredita la forma-
ción académica y la sapiencia de quien lo os-
tenta, y el reconocimiento expreso de que las 
actividades inherentes a la profesión u oficio 
que ha de ejercerse son de una elevada res-
ponsabilidad, dados los eventuales efectos 
que puedan tener sobre el bienestar general 
de la sociedad. En otros términos, el certifica-
do de idoneidad es un medio por el cual la 
administración busca proteger el interés públi-
co e impedir el ejercicio incompetente de una 
profesión. 

En esencia, el argumento que suele esgrimir-
se a favor de que se dicten leyes que regulen 
el otorgamiento de certificados de idoneidad 
profesional, es que la regulación en esta ma-
teria es necesaria para reparar la falla del 
mercado ocasionada por la falta de informa-
ción de los consumidores o clientes sobre la 
calidad de los servicios profesionales que re-
ciben. Al respecto, se dice que los vendedo-
res de servicios profesionales —más concre-
tamente, los profesionales— son productores 
especializados, mientras que los comprado-
res o clientes generalmente carecen de dicho 
conocimiento especializado, lo que trae como 
resultado que la información se distribuya de 
manera asimétrica, puesto que los vendedo-
res de servicios profesionales saben más 
acerca de sus productos que los compradores 
de esos servicios (Young, 1987, p. 15). Por 
esta razón, para garantizar un servicio profe-

sional de alta calidad y reducir el problema de 
la asimetría informativa, es necesario que el 
ejercicio profesional esté regulado. 

En cierta medida, la exigencia del certifica-
do de idoneidad es un control regulatorio de 
tipo preventivo, ya que busca evitar que 
quien eventualmente ejerza una profesión, 
incurra en conductas contrarias a las nor-
mas de disciplina y de conducta profesional 
(códigos de ética). Pero no en todos los ca-
sos el control preventivo busca garantizar el 
ejercicio responsable de la profesión, pues 
hay casos en los que la regulación estatal 
se hace necesaria por circunstancias cuali-
tativas, como la nacionalidad —tal y como 
se deja expresado más arriba—, o cuantita-
tivas, como la restricción del número de pla-
zas, lo cual apunta, más bien, a cuestiones 
relacionadas con la protección de la econo-
mía y el mercado laboral.  

En sentencia de 19 de junio de 2012, el Pleno 
de la Corte Suprema de Justicia tuvo la oca-
sión de pronunciarse con relación a una de-
manda dirigida a que se declarara la inconsti-
tucionalidad de las exigencias de idoneidad y 
título académico contenidas en el literal “d” 
del artículo 9 de la Ley 73 de 22 de diciembre 
de 1976, que regula el negocio de agencias 
de viajes. Sobre el particular, se señaló que la 
“exigencia de idoneidad que hace el Estado, 
descansa en su pretensión de garantizar un 
nivel de experiencia y conocimientos para el 
desempeño de una determinada actividad”. 
“Dicho requerimiento —según el Pleno— no 
genera ningún fuero de aquellos que ofenden 
al principio constitucional”. Además: 

[la] exigencia de idoneidad no crea una cate-
goría de ciudadanos, pues para el ejercicio 
de esa actividad profesional regulada, cual-
quiera, en la medida que cumpla con los 
requisitos de Ley, puede desempeñarse. 
Cosa distinta sería que, para acceder a la 
idoneidad, se plantearan exigencias funda-
das en las categorías prohibidas, circunstan-
cia que no existe en la normativa atacada. 
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Órganos de vigilancia y control de las 
profesiones 

Una consecuencia de la mencionada reserva 
de ley, por la cual se impone al legislador a 
que apruebe el reglamento que regule el ejer-
cicio de una profesión determinada, es que la 
profesión pasa de ser una profesión libre —al 
menos como era concebida tras la Revolución 
Francesa—, en la que no se requiere contar 
para su ejercicio con un título académico o 
profesional, a ser una profesión regulada y 
titulada, esto es, una profesión que “está deli-
mitada por el ordenamiento [jurídico] y se so-
mete a una regulación jurídica específica, que 
abarca al menos sus condiciones de acceso y 
de ejercicio” (Calvo Sánchez, 2019, p. 67). 

Como se dijo en líneas que anteceden, la re-
gulación del ejercicio de las profesiones exige 
controles preventivos y disciplinarios, con la 
finalidad de garantizar la calidad y los niveles 
de excelencia en la prestación de los servi-
cios. Estos controles no son sino consecuen-
cia de la obligación que la Constitución Políti-
ca le impone al legislador, a través de la re-
glamentación de la respectiva profesión. Di-
cho deber de control se sustenta precisamen-
te en la función social que debe cumplir toda 
profesión y en la repercusión que las activida-
des profesionales puedan tener sobre el bie-
nestar general de la sociedad. En la actividad 
litigiosa de un abogado, por ejemplo, el bene-
ficiado o perjudicado no lo es él solamente, 
sino también su cliente, el gremio de aboga-
dos y la judicatura como garante del interés 
público. 

Para evitar que el interés general se vea per-
judicado por el ejercicio irresponsable de la 
profesión, la ley hace recaer en un órgano 
regulador la función de controlar el ejercicio 
de la profesión.  

No existe un modelo único en la legislación 
comparada sobre la forma que debe revestir 
el organismo al cual se le otorga la competen-
cia regulatoria de una profesión. En América 

Latina, la práctica de algunos países ha sido 
la de delegar la función de control en los cole-
gios o asociaciones profesionales, quienes 
pueden establecer la regulación sobre los 
requerimientos de entradas y establecer los 
códigos éticos de conducta (Binder et al., 
2020, p. 105). En Panamá, la actividad regu-
latoria del ejercicio de las profesiones se ha 
mantenido invariable por más de medio siglo, 
haciendo que dicha actividad recaiga exclusi-
vamente, salvo unas pocas excepciones, en 
los órganos mixtos de naturaleza pública 
creados por ley. 

En lo referente a la naturaleza jurídica de las 
denominadas juntas, consejos o comités téc-
nicos que en Panamá ejercen la inspección y 
control de las profesiones, no parece haber 
dudas en cuanto a que estos órganos son de 
naturaleza pública. Dicha naturaleza se des-
prende de la propia configuración legal como 
entes colegiados de composición mixta, con-
formados por autoridades públicas y por per-
sonas que hacen parte de la respectiva aso-
ciación, gremio o colegio profesional. Ade-
más, estos órganos ejercen funciones públi-
cas, sus gastos de funcionamiento se sufra-
gan con recursos públicos, están adscritos a 
un ministerio y no tienen personería jurídica. 
En otras palabras, la naturaleza pública de 
estos órganos está determinada por su crea-
ción legal, su composición, sus funciones y su 
financiación. 

Si bien las atribuciones del órgano regulador 
pueden variar en función de la ley que lo hu-
biese creado, en general estos órganos desa-
rrollan las funciones que a continuación se 
detallan: 

1) Expedir, suspender temporalmente y can-
celar los certificados de idoneidad profe-
sional. 

2) Conocer las quejas o denuncias por faltas 
a la ética o por incumplimiento de la res-
pectiva ley regulatoria, investigar las infrac-
ciones y aplicar las sanciones que corres-
pondan. 
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3) Determinar las funciones y las actividades 
propias de la profesión de que se trate. 

4) Elaborar el código de ética profesional. 
5) Dictar normas tendientes al mejor desem-

peño, ejercicio y desarrollo de la respectiva 
profesión. 

A la fecha, existen en nuestro país más de 
veinte órganos reguladores del ejercicio pro-
fesional a los cuales se les ha atribuido la 
facultad de otorgar certificados de idoneidad 
en las actividades profesionales de archivolo-
gía, bibliotecología, contabilidad, ingeniería, 
arquitectura, laboratorio clínico, relaciones 
públicas, química, desarrollo comunitario, 
economía, investigación criminal y seguridad, 
ciencias biológicas, salud, sociología, trabajo 
social, psicología, agricultura, educación para 
la salud, registros y estadísticas de salud y 
abogacía. 

Conviene subrayar que las entidades regula-
doras, en el ejercicio de su función de evaluar 
el cumplimiento de todos los requerimientos 
establecidos en la ley, cuentan, en algunos 
casos, con la participación del colegio, gremio 
o asociación profesional respectiva, la cual 
actúa como una primera instancia de examen, 
para lo cual debe recabar, revisar, evaluar y 
aprobar toda la documentación requerida pa-
ra la expedición del certificado de idoneidad. 
Posterior a este proceso de recopilación, eva-
luación y aprobación, la asociación o el cole-
gio profesional remite sus recomendaciones a 
la junta o consejo técnico regulador de la res-
pectiva profesión. En otros casos, el apoyo es 
proporcionado por un órgano colegiado de 
consulta o de carácter técnico-académico 
que, luego de revisar, evaluar y aprobar, en 
una primera instancia, toda la documentación 
requerida para la obtención del certificado de 
idoneidad, envía sus recomendaciones al ór-
gano responsable de expedir el certificado de 
idoneidad. 

Para concluir, no podemos pasar por alto lo 
referente a la función de control de la conduc-
ta ética de los profesionales, la cual forma 

parte de lo que hemos denominado control  
disciplinario. Este control implica tres cosas: 
primero, la exigencia de que la respectiva pro-
fesión esté regida por normas de carácter 
deontológico; segundo, la tipificación de las 
conductas sancionables y las sanciones co-
rrespondientes; tercero, la existencia de un 
procedimiento disciplinario por el cual se san-
cionen las faltas a las normas éticas o regula-
torias de la profesión. Básicamente, la finali-
dad de este control es brindar un efecto de 
certidumbre sobre las actuaciones de los pro-
fesionales, que beneficie no solo la confianza 
de los usuarios del servicio, sino de la socie-
dad en general, al permitir la disminución de 
las externalidades negativas asociadas a su 
ejercicio (Binder et al., 2020, p. 150). 

Sobre la forma como se ejerce este control en 
Panamá, la legislación reconoce cuatro meca-
nismos diferentes: 

1) Órganos mixtos de consulta encargados de 
recibir las quejas o denuncias por faltas a 
la ética profesional, adelantar las investiga-
ciones correspondientes y hacer recomen-
daciones a la junta o consejo técnico regu-
lador de la profesión respectiva, en cuanto 
a la suspensión o cancelación del certifica-
do de idoneidad profesional.  

2) Juntas o consejos técnicos reguladores de 
la respectiva profesión que, además de 
expedir el certificado de idoneidad profe-
sional, tienen la función de hacer cumplir la 
ley que regula el ejercicio de la profesión, 
sus reglamentos y el código de ética apro-
bado por estos organismos, investigando 
las denuncias por infracción de las disposi-
ciones del código de ética profesional y 
suspendiendo o cancelando el certificado 
de idoneidad profesional. 

3) Asociaciones, colegios o gremios profesio-
nales que recomiendan a la junta o consejo 
técnico regulador de la respectiva profe-
sión, para que decida lo que estime conve-
niente en cuanto a la suspensión o cance-
lación del certificado de idoneidad profesio-
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nal por faltas a la ética profesional. 
4) Asociaciones, colegios o gremios profesio-

nales que dictan su propio código de ética 
profesional, vigilan su cumplimiento, aco-
gen las quejas y denuncias, adelantan las 
investigaciones e imponen las sanciones 
correspondientes, con excepción de la 
suspensión provisional o cancelación del 
certificado de idoneidad profesional, cuya 
aplicación es competencia de la junta o 
consejo técnico regulador de la respectiva 
profesión. 

En resumen, cabe indicar que cuando nos 
referimos a profesiones reguladas en Pana-
má, en consonancia con el derecho reconoci-
do en la Constitución Política, hacemos alu-
sión a aquellas que para su libre ejercicio la 
ley impone el otorgamiento de una licencia o 
certificado de idoneidad, previo cumplimiento 
de algunos requisitos, en particular un título 
académico. Dicha idoneidad, en la mayoría 
de los casos, es otorgada por un órgano de 
naturaleza pública, al cual se le ha encomen-
dado las tareas de control preventivo y disci-
plinario de las profesiones. 
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Sección II. Consultas 

De interés local  

Recurso de revisión administrativa 
y recurso de apelación en la       
justicia comunitaria de paz 

Consulta C-SAM-031-20 

La gobernadora de la provincia de Panamá 
Oeste solicita a la Procuraduría de la Admi-
nistración, asesoramiento concerniente a la 
interposición del recurso de revisión adminis-
trativa contra las resoluciones emitidas por la 
Comisión de Ejecución y Apelaciones, y del 
recurso de apelación en los casos iniciados 
por las casas de justicia de paz posteriores a 
la derogación del Libro Tercero del Código 
Administrativo. 

La Procuraduría de la Administración es del 
criterio que, con la entrada en vigencia de la 
Ley 16 de 2016, las resoluciones expedidas 
por la Comisión de Ejecución y Apelaciones 
no pueden ser revocadas a través del recurso 
extraordinario de revisión administrativa, por 
ser estas, decisiones propias de una ley es-
pecial que establece que las mismas son irre-
curribles. Por otro lado, las decisiones dicta-
das por los alcaldes, conforme a sus atribu-
ciones y competencia establecidas en el ar-
tículo 49 de la Ley 16 de 2016, serán recurri-
bles, en segunda instancia, ante la goberna-
ción de la provincia, de acuerdo con lo esta-
blecido en el artículo 65 del Decreto Ejecutivo 
205 de 28 de agosto de 2018, cuya decisión 
es igualmente irrecurrible.  

Hace hincapié en que el recurso extraordina-
rio de revisión administrativa se instituyó para 
revocar las decisiones emitidas en segunda 
instancia, por autoridades municipales, con 

ocasión a procesos sancionatorios por la co-
misión de las faltas o contravenciones, atendi-
das mediante los procedimientos correcciona-
les, así como de los juicios de policía en ma-
teria de controversias civiles en general, fija-
dos en los capítulos I y II del Título V del Libro 
Tercero del Código Administrativo, en concor-
dancia con disposiciones de la Ley 112 de 
1974, normas derogadas por el artículo 116 
de la Ley 16 de 2016.  

Aclara que si bien se derogan los procedi-
mientos a los que hacía referencia el Código 
Administrativo, relativos a los juicios de poli-
cía de naturaleza penal o civil, ello en modo 
alguno afecta las materias correccionales tra-
mitadas por estos juicios, las cuales siguen 
siendo competencia del alcalde como jefe de 
policía, en primera instancia, según lo dis-
puesto en los artículos 49 y 90 de la Ley 16 
de 2016. 

Señala que la pérdida de la vigencia parcial 
del artículo 8 de la Ley 19 de 1992 se da en 
función de la subsistencia del recurso extraor-
dinario de revisión administrativa, cuando se 
cumplen los presupuestos contenidos en di-
cho artículo, es decir, que se hace aplicable 
solo para los casos referenciales en la norma 
transitoria del artículo 110 de la Ley 16 de 
2016, en concordancia con lo establecido en 
el artículo 32 del Código Civil. 

Se concluye que resoluciones que son objeto 
del recurso de revisión administrativa ante el 
gobernador de la provincia, el cual se mantie-
ne vigente con la entrada en vigor de la Ley 
16 de 2016, son aquellas que se dictaron en 
los procesos que quedaron en trámite por los 
corregidores, permitiéndose que pudieran ser 
recurridas por medio del recurso de apelación 
ante el alcalde del distrito, y que, a su vez, 

Consultas absueltas por la Procuraduría de la Administración 
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admitan la presentación del referido recurso 
de revisión administrativa ante la gobernación 
de la provincia. 

En consulta C-SAM-05-2018, la Procuraduría 
de la Administración dejó establecido que el 
gobernador de la provincia sigue conociendo 
del recurso extraordinario de revisión adminis-
trativa, siempre que se cumpla con las premi-
sas fijadas en dicho artículo; y para ello, el 
gobernador deberá examinar, primeramente, 
que se trate de una resolución emitida en se-
gunda instancia por autoridad municipal, y 
que se haya dictado antes del 2 de enero de 
2018 para el primer distrito judicial y a partir 
del 18 de junio del mismo año para el resto 
del territorio, de acuerdo con lo indicado en el 
artículo 3 de la Ley 41 de 31 de mayo de 
2017, que modifica el artículo 117 de la Ley 
16 de 2016. 

En lo que respecta a las resoluciones emiti-
das por los alcaldes, como jefes de policía, en 
las que se impongan multas y sanciones con 
motivo de cualquier infracción a las normati-
vas de policía, incluyendo las del artículo 49 
de la Ley 16 de 2016, se infiere del segundo 
párrafo del artículo 51 de la Ley 106 de 1973 
y del numeral 22 del artículo 4 de la Ley 2 de 
1987, modificado por el artículo 9 de la Ley 19 
de 1992, que tales actos admiten el recurso 
de apelación ante los gobernadores de cada 
provincia.  

En el caso de las destituciones o desvincula-
ciones, debe tenerse presente que las actua-
ciones administrativas que desarrolla el alcal-
de como superior jerárquico de la entidad, no 
son susceptibles de apelación, sino recurri-
bles ante el tribunal competente una vez se 
agote la vía gubernativa, en atención a lo se-
ñalado en el artículo 51 de la Ley 106 de 
1973. 

Finalmente, en relación con la queja adminis-
trativa contra el alcalde, el numeral 13 del 
artículo 9 de la Ley 19 de 1992, que modificó 
el artículo 4 de la Ley 2 de 1987, indica que el 

gobernador podrá suspender al alcalde de su 
jurisdicción que se negare a cumplir y hacer 
cumplir la Constitución, las leyes de la Repú-
blica, los acuerdos municipales, los decretos 
y órdenes del Órgano Ejecutivo, las decisio-
nes u órdenes de los tribunales de justicia y 
organismos administrativos competentes, co-
municando inmediatamente la suspensión al 
Ministro de Gobierno. 

De interés local 

Interpretación de los acuerdos que 
reconocen ajustes salariales a los 
profesionales de la salud 

Consulta C-109-21 

El rector de la Universidad Marítima de Pana-
má, mediante la nota UMIP-R-247-2021 de 18 
de junio de 2021, solicita ampliación de la 
opinión vertida por este despacho en la con-
sulta C-101-17 de 2017. 

Del contenido de la consulta C-101-17 y luego 
de una revisión integral de los elementos 
aportados por el consultante y del Acuerdo 
suscrito entre al ministerio de Salud, la Caja 
de Seguro Social y la COMENENAL, fechado 
16 de noviembre de 2015, la Procuraduría 
advierte lo siguiente: 

1. Que dicho acuerdo reconoce el derecho de 
los médicos al servicio del Estado, de reci-
bir un ajuste salarial. 

2. Que los aumentos se aplicarán a todos los 
médicos en servicio activo, que estén nom-
brados en cargos permanentes. 

3. Que, para poder ingresar, mantenerse y 
ascender dentro del escalafón, aquellos 
médicos al servicio del Estado que ejerzan 
sus funciones en virtud de contrato o nom-
bramiento temporal, deberán acceder a 
nombramientos en cargos permanentes 
dentro del escalafón, previa solicitud del 
interesado 

4. Que la viabilidad del reemplazo del contra-
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to o cargo temporal a uno permanente es-
tará sujeta a la disponibilidad presupuesta-
ria de la entidad, debiendo hacerse de ma-
nera paulatina, con efectos hacia futuro (a 
partir de 2016). 

Por estas razones, la Procuraduría de la Ad-
ministración mantiene en todas sus partes el 
criterio previamente externado mediante la 
nota C-101-17 de 2017, en el sentido que “El 
derecho de los médicos al servicio del Estado 
a recibir el pago del bienal, se da a partir de 
los dos años siguientes a la fecha de su recla-
sificación en la categoría I, en la institución 
estatal para la cual prestan servicios”. 

En opinión de la Procuraduría de la Adminis-
tración, el reconocimiento de este derecho es 
sin perjuicio de que, en atención a lo dispues-
to en los artículos 1, 11 (numeral 2), 55 
(acápite “ch”) y 77 de la Ley 32 de 1984, co-
mo quedó modificada por la Ley 67 de 2008 
(en los cuales se establece que es función 
privativa de la Contraloría General de la Re-
pública fiscalizar, regular y vigilar, mediante el 
control previo o posterior, todos los actos de 
manejo de fondos y otros bienes públicos, a 
fin de que se realicen con corrección), pueda 
solamente la Contraloría General de la Repú-
blica pronunciarse, en sede administrativa, 
sobre si procede o no el refrendo de los actos 
administrativos u órdenes de pago de los au-
mentos salariales (bienales) que en su mo-
mento se emitan a favor de los médicos al 
servicio de la UMIP. 

Sin menoscabo del pronunciamiento que emi-
ta la Contraloría General de la República en 
relación con la procedencia o no del refrendo 
de la orden de pago, debe tenerse en cuenta 
que, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 77 de la Ley 32 de 1984, si el funcio-
nario u organismo que emita la orden de pago 
o acto administrativo, insiste en su cumpli-
miento, la Contraloría tendrá la opción de ac-
ceder a lo pedido, o bien, solicitar a la Sala 
Tercera de lo Contencioso-Administrativo de 
la Corte Suprema de Justicia, que emita un 

pronunciamiento sobre la viabilidad jurídica 
del pago o cumplimiento del acto.  

De interés local 

Diferencia entre el pago del permiso de 
construcción y el impuesto de edificación 
y reedificación 

Consulta C-VE-007-21 

El alcalde del distrito de Atalaya consulta   
con relación a la potestad tributaria municipal 
referente al cobro de impuestos municipales y 
permisos de construcción, relacionada a pro-
yectos de carreteras con incidencia especial. 

En opinión de la Secretaría Provincial de Ve-
raguas, la ley faculta a los municipios para la 
fijación y cobranza de derechos y tasas sobre 
la prestación del servicio de expedición de 
licencias para la construcción de obras. Y en 
este sentido, es oportuno aclarar los términos 
licencia o permiso de construcción. 

Al respecto, la Sala Tercera de la Corte Su-
prema de Justicia, en fallo por demanda con-
tencioso administrativa de nulidad, de 8 de 
mayo de 2017, esboza en un caso análogo 
respecto a la diferencia existente entre el pa-
go del derecho de permiso de construcción 
con el pago del impuesto municipal y el con-
cepto del impuesto de edificación y reedifica-
ción, que procedemos a citar: 

La Sala observa que el demandante confun-
de el pago del derecho del permiso de cons-
trucción con el pago del impuesto municipal 
por la construcción como una actividad co-
mercial lucrativa, y también confunde el con-
cepto de impuesto de edificación y reedifica-
ción. 

El permiso de construcción, tal como lo indi-
ca su nombre, es la autorización, permiso o 
licencia que la Alcaldía otorga para que el 
propietario de un predio y un constructor 
inicien y ejecuten una construcción. El artícu-
lo 76 de la Ley de los Municipios los faculta 
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para cobrar un derecho o una suma de dine-
ro determinada para la expedición de ese 
permiso. 

Por otra parte, el artículo 75 de la Ley 106 de 
1973, indica que la actividad de edificar y 
reedificar es gravable por los Municipios. 
Este impuesto recae sobre la construcción y 
se calcula en base al valor de la obra cons-
truida. Para ello es necesario que un técnico 
conocedor de la materia evalúe la obra e 
informe a las autoridades correspondientes 
para que sean éstas quienes determinen el 
impuesto a pagar en este concepto. 

Este impuesto sobre la edificación y reedifi-
cación no debe confundirse con los impues-
tos municipales que deben pagar las empre-
sas que se dedican al negocio de la cons-
trucción dentro de un determinado Distrito, 
puesto que este impuesto surge de la activi-
dad comercial lucrativa que realizan estas 
empresas. 

Con relación a la aplicación de las normas 
tributarias municipales, la Secretaría de Asun-
tos Municipales, a través de la consulta C-
SAM-020-21, referente al cobro de impuestos 
municipales a las empresas que ejercen acti-
vidades fuera del municipio establecido en su 
registro de domicilio comercial, concluyó lo 
siguiente: 

Cabe agregar, que los conceptos principales 
que pueden originar créditos municipales son 
los tributos (clasificados en tasas, contri-
buciones especiales e impuestos), dere-
chos y multas; sin embargo, con el pasar del 
tiempo, ha existido una gran confusión en 
relación a los conceptos antes mencionados, 
lo que ha traído como consecuencia innume-
rables procesos sancionatorios que conlle-
van posteriormente a demandas ante las 
instancias correspondientes. (El resaltado es 
nuestro) 

Sobre este tema, ha sido opinión de la Procu-
raduría de la Administración, que la tramita-
ción del permiso de construcción es un requi-
sito exigible para todo tipo de proyecto de 

construcción, mejoras, acciones, estructuras, 
demolición y movimiento de tierras que se 
realicen dentro de los límites del Municipio, 
sin distinguir si se trata o no de una obra de 
trascendencia nacional, al ser una tasa por un 
servicio público sujeto a un cargo económico, 
por razón de la contraprestación que brinda; 
así se expresó en fallo de 8 de agosto de 
2017, ante la Sala Tercera, en demanda con-
tencioso-administrativa de nulidad. 

Con la Ley de Descentralización, surge a la 
vida jurídica la excepcionalidad a la que se 
refiere el artículo 245 de la Constitución Políti-
ca, al determinar que las normas tributarias 
se aplican en la jurisdicción territorial del mu-
nicipio, y en los casos en que tengan inciden-
cia extradistrital, cada municipio cobrará pro-
porcionalmente a la actividad lucrativa que 
desarrollen, y categóricamente, al tratarse de 
obras financiadas por el Estado y ejecutadas 
por empresas privadas, deberán pagar obliga-
toriamente a los municipios el tributo que co-
rresponda, de acuerdo con lo que disponen 
los artículos 110 y 111 de la Ley 37 de 2009. 

En conclusión, la Secretaría Provincial de Ve-
raguas es del criterio que es facultad del Mu-
nicipio de Atalaya realizar las gestiones perti-
nentes a fin de hacer efectivo el respectivo 
pago de impuesto de construcción, de forma 
proporcional de acuerdo a su jurisdicción, y lo 
respectivo al permiso o licencia de construc-
ción por la realización del proyecto de diseño 
y construcción de la rehabilitación de la vía 
Atalaya-Mariato, recordando que toda actua-
ción de naturaleza pública, de acuerdo a la 
autonomía fiscal que mantienen los Munici-
pios, debe ceñirse al estricto cumplimiento del 
principio de legalidad y debido proceso. 

http://infojuridica.procuraduria-admon.gob.pa/index
http://infojuridica.procuraduria-admon.gob.pa/index
http://infojuridica.procuraduria-admon.gob.pa/index
http://infojuridica.procuraduria-admon.gob.pa/index
http://infojuridica.procuraduria-admon.gob.pa/index


 

 
  

 16 

MATERIA N.° 

Cobro de impuestos 
municipales y permisos 
de construcción 

C-VE-007-21 

Juntas de coordinación de 
facultad de los centros 
regionales universitarios 

C-170-21 

Subsidio por enfermedad, 
pensión de vejez 

C-168-21 

Compensación de horas 
extraordinarias laboradas 
en áreas críticas 

C-165-21 

Viabilidad del registro de 
asistencia de los médicos 
del IPHE 

C-163-21 

Designación de notarios 
en el circuito notarial de 
Panamá Oeste 

C-156-21 

Acceso a historial médico 
en instituciones de salud 

C-154-21 

Atribuciones de los jueces 
de paz 

C-SAM-033-21 

Proceso sancionador 
contra personas con 
inmunidad diplomática 

C-140-21 

Permiso de construcción C-SAM-028-21 
Impugnación de actos 
administrativos en la vía 
gubernativa 

C-128-21 

Presunción de legalidad 
de un acto administrativo 

C-178-21 

Oficina de Equiparación 
de oportunidades para 
personas con 
discapacidad 

C-171-21 
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De interés general 
 
Restricciones al derecho al libre 
tránsito 

Pleno de la Corte. Sentencia de 13 de 
mayo de 2021 

El Pleno de la Corte Suprema de Justicia, tras 
reconocer que las medidas específicas conte-
nidas en los artículos primero (toque de que-
da) y segundo (movilidad por día, sexo y cé-
dula) de la Resolución Ministerial 492 de 6 de 
junio de 2020, emitida por el Ministerio de 
Salud, resultan en la restricción o limitación a 
la libertad de tránsito, de movimiento o de 
circulación, consagrada en el artículo 27 de la 
Constitución Política y en el artículo 22 de la 
Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos, considera que sí vale hacer la valora-
ción del cargo y/o del concepto de la infrac-
ción argumentado para la violación de esta 
norma constitucional. 

Como en este caso la impugnación recae so-
bre una resolución con efectos generales, a 
juicio del Pleno la atribución para emitir dicha 
resolución debe ser confrontada con la potes-
tad reglamentaria del artículo 184, numeral 
14, de la Constitución, como primera  posibili-
dad, y con el ejercicio de la atribución que 
emana del Código Sanitario, como segunda 
posibilidad.  

Con respecto a la primera posibilidad, salta a 
la vista que un ministro, de forma unilateral, 
no tiene potestad reglamentaria. Acerca de la 
segunda posibilidad, esto es, que una ley 
(concretamente el Código Sanitario), de forma 
excepcional y expresa, delegue en el ministro 
la atribución específica para tomar medidas 

como las que están contenidas en la resolu-
ción reprochada, el  Pleno  llega  a  la conclu-
sión que el Ministerio de Salud no tiene la 
atribución de generar normas que reglamen-
ten el Código Sanitario. Tampoco puede, en 
virtud de las atribuciones que le confiere el 
Código Sanitario, tomar medidas que restrin-
jan, limiten, afecten, suspendan parcial o tem-
poralmente, en parte o todo el territorio nacio-
nal, las libertades y derechos y garantías indi-
viduales, como lo son la libertad de circula-
ción o de movimiento. 

Para el Pleno queda claro que una resolución 
ministerial no es el instrumento normativo idó-
neo para tomar medidas como las que están 
insertas en el acto cuestionado. En este senti-
do, por tratarse de la reglamentación de un 
código, debe hacerse por medio de un decre-
to ejecutivo, y si se trata del ejercicio de una 
atribución directamente ofrecida, no era nece-
sario que algún decreto ejecutivo se lo dele-
gara. 

El Ministerio de Salud, en desempeño de la 
función inherente a la protección de la vida y 
salud de la población, conforme lo dispone el 
artículo 109 de la Constitución Política, no 
necesita, para materializar este propósito, que 
se requiera la intervención del Órgano Ejecu-
tivo, pudiendo tomar medidas de bioseguridad 
y mitigación de contagios, siempre que el 
ejercicio de sus facultades, en circunstancias  
excepcionales  como esta emergencia sanita-
ria, no resulten en una afectación, disminu-
ción, restricción o suspensión parcial o total, 
en todo el territorio nacional o parte de él, de 
los derechos y garantías constitucionales, 
porque necesitarían ser instrumentalizadas a 
través de otra fuente normativa. 
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En este sentido, el Pleno consideró que la 
medida de restricción de la movilidad devenía 
en inconstitucional, no porque viola, per se, el 
artículo 27 de  la  Constitución  Política, sino 
porque el instrumento normativo no era el 
idóneo, dado que su fuente no cuenta con la 
atribución, por sí sola, de generar dicha nor-
mativa, dado el efecto material de las medi-
das con relación a restringir la libertad y dere-
cho humano de movilidad.  
 

De interés local 

Potestad reglamentaria y jerarquía 
normativa 

Sala Tercera. Sentencia de 2 de julio de 
2021. 

En relación con el cargo de infracción que se 
endilga contra el Acuerdo 03-2021 de 30 de 
enero de 2012, acusado de ilegal, la parte 
actora sostiene que el articulo 156 (numeral 
5) de la Ley 8 de 2010 es claro al señalar que 
el Tribunal Administrativo Tributario conocerá, 
en vía de apelación, de las tercerías, excep-
ciones e incidentes que se presenten en los 
procesos de cobro coactivo que se lleven an-
te  la  Dirección  General de Ingresos.  

El demandante señala que, de acuerdo a lo 
establecido en la ley, la Dirección General de 
Ingresos debe resolver en primera instancia si 
acoge o no las tercerías, excepciones o inci-
dentes presentados por el ejecutado, en caso 
de estar en desacuerdo se procedería a ape-
lar ante el Tribunal Administrativo Tributario; 
de modo que, establecer un procedimiento de 
única instancia contraviene el mandato esta-
blecido por la Ley 8 de 2010, razón por la 
que, a juicio del actor, dicho procedimiento 
debe ser declarado nulo, por ilegal. 

Ahora bien, la Sala Tercera observa que, 
posterior a la referida Ley 8 de 2010, fue ex-
pedida la Ley 33 de 2010, por la cual se intro-
dujeron varias reformas al Código Fiscal, en-

tre las cuales se instituyó el procedimiento 
especial que rige el ejercicio de la jurisdicción 
coactiva para el cobro de los tributos nacio-
nales, conforme lo estipula la modificación 
del artículo 1247 del Código Fiscal, cuyo tex-
to es el siguiente: 

Artículo 8. El artículo 1247 del Código Fiscal 
queda así: 

EI ejercicio de la jurisdicción coactiva se rige 
por el procedimiento especial para el cobro 
coactivo de los tributos nacionales, confor-
me se detalla en los artículos 1247-A a 1247
-K de este Código. Los vacíos en el procedi-
miento especial para el cobro coactivo se 
suplirán con las normas que rigen el proce-
dimiento ejecutivo hipotecario del Código 
Judicial. 

Por su parte, el artículo 14 de la citada Ley 33 
de 2010 adicionó el artículo 1247-F al Código 
Fiscal, quedando de la siguiente forma: 

Artículo 1247-F. El Tribunal Administrativo 
Tributario conocerá, en única instancia, de 
las tercerías, incidentes, excepciones y nuli-
dades que sean presentadas en   estos pro-
cesos, correspondiéndole sustanciarlas y 
resolverlas. ... 

Por tratarse de un caso relacionado con una 
norma reglamentaria, cuya eventual declara-
toria de nulidad en nada afectaría lo dispuesto 
en ella, dado que una norma de rango supe-
rior regula la misma materia, la Sala Tercera 
consideró pertinente hacer alusión al tema de 
la jerarquía de las normas jurídicas en la Re-
pública de Panamá, la cual se encuentra es-
tablecida en el artículo 35 de la Ley 38 de  
2000, cuyo tenor es el siguiente: 

En las decisiones y demás actos que profie-
ran, celebren o adopten las entidades públi-
cas, el orden jerárquico de las disposiciones 
que deben ser aplicadas será: la Constitu-
ción Política, las leyes o decretos con valor 
de ley y los reglamentos. 
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En ese mismo orden de ideas, el doctor Ed-
gardo Molino Mola, en su obra La Jurisdicción 
Constitucional en Panamá, señala que: 

… la pirámide del ordenamiento jurídico 
panameño es la siguiente; 

1. La Constitución, 2. Los Tratados o con-
venios internacionales, 3. Las Leyes forma-
les-decretos leyes-decretos de gabinete. 
Decretos de gabinete sobre aranceles y 
tasas aduaneras-jurisprudencia obligatoria, 
4. Reglamentos constitucionales, 5. Decre-
tos ejecutivos- decretos de gabinete-
resoluciones de gabinete-estatutos regla-
mentarios ordinarios-reglamentos autóno-
mos. Acuerdos de los Órganos del Estado-
acuerdos de instituciones autónomas-
resueltos ministeriales-resoluciones gene-
rales, 6. Acuerdos municipales, decretos 
alcaldicios-reglamentos alcaldicios. 7. De-
cisiones administrativas-sentencias judicia-
les-contratos-actos de autoridad- órdenes-
laudos arbitrales y 8. La doctrina constitu-
cional-reglas generales de derecho. Cos-
tumbre conforme a la moral cristiana. 

Así las cosas, y una vez confrontado el texto 
de los artículos 14, 76, 77, 78, 79, 80, 81 y 82 
del Acuerdo 03-2012 de 2012, con el precepto 
legal que se aduce vulnerado, la Sala difiere 
del criterio vertido por el Procurador de la Ad-
ministración, por cuanto en el presente caso 
no ha sido violado el principio constitucional 
de la potestad reglamentaria, ni el de jerarquía 
normativa, este último según el cual, el ejerci-
cio de la facultad reglamentaria no puede mo-
dificar o alterar el contenido de una ley. 
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Sección IV. Orientación al ciudadano 

La Ley 213 de 29 de abril de 2021, publicada 
en Gaceta Oficial Digital n.° 29274-B de 29 de 
abril de 2021, dicta medidas para el abordaje 
integral de la endometriosis y normas de pro-
tección laboral como mecanismo para la con-
cientización, orientación diagnóstica, preven-
ción, tratamiento y participación de las muje-
res que la padecen y sus familiares para la 
mejora de la salud y calidad de vida. 

¿Qué es la endometriosis? 

La endometriosis es una enfermedad gineco-
lógica de origen multifactorial con diferentes 
abordajes terapéuticos en base a su tipo: 
Grado I (endometriosis leve), Grado II 
(endometriosis media) y Grado III 
(endometriosis severa y/o profunda). El endo-
metrio es el tejido que recubre la parte interna 
del útero que se implanta y crece fuera de 
este en ovarios, trompa de Falopio, muscula-
tura interna y/u otros órganos como intestino, 
vejiga, peritoneo, uréteres, nervios, y en oca-
siones dependiendo de la severidad en pul-
mones, cerebro, nariz y ojos. 

¿Cuál es el objeto de la ley? 

La ley busca promocionar la concientización, 
orientación diagnóstica y prevención de com-
plicaciones físicas, emocionales y sociales, 
así como el tratamiento médico-quirúrgico, 
psicológico y participativo de las mujeres que 
padecen la enfermedad, con el apoyo familiar 
en el proceso de mejora de su salud y calidad 
de vida. 

¿Qué organismos pueden participar en el 
logro de los objetivos de la  ley? 

Las entidades gubernamentales, organizacio-
nes no gubernamentales, Ministerio de Salud, 
la Caja de Seguro Social, asociaciones y gru-
pos de pacientes o médicos, así como las 
instituciones privadas, podrán participar de la 
elaboración de planes, programas y proyectos 
derivados de la ley.  

¿Cuáles son los objetivos que orientan 
las acciones en favor de las mujeres con 
endometriosis? 

Los objetivos específicos que deben orientar 
las acciones de las entidades gubernamenta-
les y organizaciones no gubernamentales que 
participen en la elaboración de planes, pro-
gramas y proyectos encaminados a promover 
la salud y el bienestar de las mujeres con en-
dometriosis, son: 

1) Publicar y mantener actualizadas las esta-
dísticas de incidencia y  prevalencia de la 
endometriosis. 

2) Desarrollar planes conjuntos entre institu-
ciones gubernamentales, no gubernamen-
tales y privadas para la detección, diag-
nóstico, tratamiento, apoyo social y laboral 
de las pacientes de la enfermedad. 

3) Promover investigaciones de la afección y 
sus manifestaciones tempranas, mitigando 
sus efectos emocionales y sociales. Pre-
vención de sus manifestaciones y activida-
des de bienestar social y laboral afectadas. 

Concientización y protección:  
política pública contra la endometriosis 

Por Kiria Oralia Gutiérrez 
Departamento de Documentación Jurídica e investigación 
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4) Programas educativos sobre endometriosis 
y atención integral oportuna. 

5) Adopción de medidas para el asegura-
miento de insumos y medicamentos. 

6) Implementación de medidas necesarias 
para que las pacientes cuenten en su ex-
pediente con la codificación diagnóstica de 
acuerdo con la CIE. 

7) Desarrollo de actividades conjuntas entre 
las autoridades de salud, desarrollo social, 
educación y trabajo para que junto con la 
empresa privada se adopten medidas de 
prevención y control de situaciones relacio-
nadas con el desempeño social y laboral 
de las pacientes. 

8) Creación de una comisión interinstitucional 
para el seguimiento de personas afectadas 
con la endometriosis, manteniéndolas in-
formadas y aportando protección, solución 
y compañía a los problemas que padecen 
por la enfermedad. 

¿Qué actividades se desarrollarán cada 
año para divulgar iniciativas en beneficio 
de las personas con endometriosis? 

En el mes de marzo de cada año, designado 
como el mes de concientización de la endo-
metriosis, y 14 de marzo de cada año, Día de 
la Endometriosis en Panamá, se desarrolla-
rán actividades de divulgación y sostenibili-
dad de las iniciativas en favor de las personas 
afectadas con endometriosis, para lo cual se 
promoverá la coordinación y apoyo guberna-
mental de los medios de comunicación social, 
organizaciones no gubernamentales, sector 
educativo y de salud, la Asociación de Endo-
metriosis y la población en general, así como 
la participación del sector educativo, personal 
del sector salud y las organizaciones comuni-
tarias. Los colores representativos de la cinta 
emblemática de la campaña son el amarillo 
con pintas naranjas.  

¿Qué protección y derechos laborales 
reconoce la ley? 

Para los efectos de la ley, se reconoce la en-
dometriosis como una enfermedad crónica 
definida en la Ley 59 de 2005. La trabajadora 
que padezca de la enfermedad podrá solici-
tar, previa certificación interdisciplinaria, los 
derechos establecidos en la Ley 59 de 2005, 
concretamente los siguientes:  

a) Derecho a mantener su puesto de trabajo 
en igualdad de condiciones a las que tenía 
antes del diagnóstico médico. 

b) Derecho a que su padecimiento no sea 
invocado como causal de despido.  

c) Derecho a no ser discriminada, presionada 
o perseguida por su condición. 

d) Derecho a no ser despedida o destituida 
de su puesto de trabajo sin causa justifica-
da prevista en la ley. 

e) Derecho a que se le paguen los salarios 
dejados de percibir desde su suspensión, 
despido o destitución, en caso de ser 
reintegrada. 

¿Cuál es la institución responsable en la 
implementación de la ley? 

El Ministerio de Salud es la institución respon-
sable de promover la ley, la divulgación de la 
endometriosis, conducción y coordinación en 
la creación de los grupos o comisiones, en 
conjunto con la Caja de Seguro Social, el Mi-
nisterio de Educación, el Ministerio de Trabajo 
y Desarrollo Laboral y el Ministerio de Desa-
rrollo Social. 
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Sección V. Hacia la descentralización 

Bajo la rúbrica de Pacto por el Bicentena-
rio “Cerrando Brechas”, el 26 de noviem-
bre de 2020, el presidente de la República 
formalizó el lanzamiento de un diálogo 
nacional concertado e incluyente, orienta-
do a debatir los temas esenciales que 
aquejan al país, particularmente tras la 
crisis ocasionada por la pandemia del CO-
VID-19, a través del cual se establezcan 
las bases de un Panamá mejor, más justo 
y más solidario. 

Para hacer realidad este proyecto nacional, 
la Oficina del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD), con el 
apoyo de GovRight, pusieron a disposición 
del Gobierno de Panamá la metodología y 
una plataforma virtual que recogería el sen-
tir de todos los ciudadanos que quisieran 
hacer aportes, propuestas, ideas o comen-
tarios para lograr las transformaciones que 
requiere el país. 

Según el director ejecutivo de GovRight, 
Tarik Nesh-Nash, este organismo trabaja 
“para apoyar a los países en la aplicación 
de un enfoque construido en el principio de 
gobernanza participativa y la utilización de 
la inteligencia colectiva de los ciudadanos y 
ciudadanas para el proceso de toma de 
decisiones” (PNUD, 2021). 

Por su parte, PNUD Panamá es un progra-
ma del sistema de las Naciones Unidas que 
trabaja para promover un enfoque más in-
clusivo y participativo, de abajo hacia arriba 
y centrado en los ciudadanos, en un esfuer-
zo por cambiar los diálogos tradicionales en 
los que participan grupos limitados de acto-
res en los procesos de toma de decisiones 
políticas. 

Del apoyo brindado por GovRight, como 
organización comprometida con aumentar 
la colaboración significativa entre los ciuda-
danos y el gobierno, la cooperación brinda-
da por PNUD Panamá y la apuesta decidi-
da del Gobierno de Panamá, surgió Ágora, 
una plataforma digital diseñada para ase-
gurar que los ciudadanos se involucren en 
el proceso de toma de decisiones políticas 
y sean parte del proceso de redefinición del 
contrato social del país, siguiendo un enfo-
que totalmente innovador de participación, 
en el que pueden libremente formular sus 
aportes, de manera individual y por grupos 
organizados.  

El Pacto del Bicentenario “Cerrando Bre-
chas” se dividió en dos grandes fases: 
“Panamá Propone” y “Panamá Decide”. En 
la primera fase, que culminó el 28 de febre-
ro de 2021, se compilaron los aportes ciu-
dadanos por medio de la plataforma digital 
Ágora. En la segunda, las comisiones temá-
ticas regionales analizaron y debatieron los 
aportes desde una perspectiva regional y 
local, para establecer prioridades expresa-
das en propuestas, las cuales fueron revisa-
das por las comisiones temáticas naciona-
les en el marco de lineamientos de políticas 
públicas. 

Desde su lanzamiento en noviembre de 
2020 hasta febrero de 2021, la plataforma 
Ágora generó más de 175 mil aportes en 
once áreas temáticas relacionados con la 
agricultura (10 665), agua (26 077), am-
biente (3034), cultura (2339), deporte 
(8368), economía (11 524), educación (25 
837), Estado (13 138), inclusión (2734), 
infraestructura (38 496), salud (29 684 y 
otros (4026). 

Un nuevo enfoque de participación ciudadana en Panamá 

http://govright.org/
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Del total de aportes, 29 596 correspondie-
ron a la región de Panamá central 
(provincias de Veraguas, Herrera, Los San-
tos y Coclé); 72 332 a Panamá transístmica 
(provincias de Colón, Panamá y Panamá 
Oeste y distrito de San Miguelito); 26 987 a 
Panamá occidente (provincias de Chiriquí y 
Bocas del Toro y comarca Ngäbe Buglé); y 
2879 a Panamá oriente (provincia de Darién 
y comarcas Guna Yala y Emberá-
Wounaan).  

Como base para la construcción del Pacto 
del Bicentenario “Cerrando Brechas”, las 
comisiones temáticas nacionales generaron  
en total 187 acuerdos, de los cuales 26 se 
concretaron en las temáticas de agro y sa-
lud; 25 en las de cultura, inclusión e infraes-
tructura; 16 en la de ambiente; 11 en la de 
educación; 10 en las de agua y Estado; 7 
en la de deporte y 6 en la de economía. 

La plataforma Ágora es un ejemplo de que, 
a pesar de la difícil situación generada co-
mo consecuencia del COVID-19, podemos 
encontrar en la tecnología herramientas que 
permitan hacer efectiva la participación de 
los ciudadanos, sin tener que acudir a los 
mecanismos tradicionales de diálogo y con-
certación. Empero, para que amplios secto-
res de la población puedan hacer sentir su 
voz en espacios tecnológicos de participa-
ción como este, es necesario que cerremos 
la brecha digital que todavía separa al Pa-
namá urbano del Panamá rural. 
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Sección VI. Buenas prácticas 

Entre las medidas para la recuperación de la 
economía y la generación de empleo que el 
Gobierno nacional anunció, se encuentra el 
“Eje de Empleabilidad Comunitaria” del Plan 
de Reactivación del Empleo “Panamá con 
Futuro”, el cual consiste en emplear residen-
tes de las comunidades en donde se desarro-
llen los proyectos de construcción de obras 
de infraestructura del Estado. 

Para llevar a cabo esta medida, se crea, me-
diante la Resolución DM-049-2021 de 31 de 
marzo de 2021, el Comité Técnico Interinsti-
tucional de Empleabilidad Comunitaria, pre-
sidido por el Ministerio de Trabajo y Desarro-
llo Laboral, cuyo objetivo es dar seguimiento 
a los proyectos que formen parte de este 
proyecto. 

Las funciones del Comité Técnico Interinstitu-
cional son:  

1) Identificar los proyectos gubernamentales 
de infraestructura donde se pueda aplicar 
el Eje de Empleabilidad Comunitaria. 

2) Rendir informe sobre los avances de los 
proyectos gubernamentales que forman 
parte de este programa. 

3) Garantizar que las empresas contratistas 
de obras de infraestructura del Estado 
cumplan con el porcentaje mínimo de tra-
bajadores de las comunidades, requerido 
por el Eje de Empleabilidad Comunitaria. 

4) Cualesquiera otras funciones necesarias 
para el desarrollo adecuado del programa. 

Eje de Empleabilidad Comunitaria 
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